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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante José Bayardi. 


MIEMBROS: Señores Representantes Ana Lía Piñeyrúa, Fitzgerald Cantero Piali, Gustavo Cersósimo, 
Felipe Michelini, Jorge Orrico y Daisy Tourné. 


SEÑOR PRESIDENTE (Bayardi).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La semana pasada, el señor Diputado Cantero Piali pidió hacer una exposición referente al proyecto que 
presentó el Partido Colorado, que figura en el primer punto del orden del día: "Estatuto de las víctimas, 
causahabientes y damnificados de delitos. Carpeta 890/11, Repartido 599". 


SEÑOR CANTERO PIALI.- En lo que tiene que ver con las víctimas, en nuestro país se habían 
iniciado algunos programas en el Ministerio del Interior. Recuerdo la gestión del ex Ministro Stirling 
con el programa de seguridad ciudadana, que apoyaba a las víctimas; estos apoyos continuaron en la 
Administración pasada y en la actual. Podremos convenir que no es lo más adecuado que estos 
programas estén dentro de la órbita del Ministerio del Interior, ya que exceden su cometido. 
Indudablemente, es un aporte que hace esa Cartera por su vinculación con las víctimas de los delitos. 


Entendemos que hay un gran vacío en materia de proceso penal, en el que la víctima no participa. Este 
proyecto nace luego de mantener algunos encuentros con movimientos de familiares de víctimas de la 
delincuencia quienes, además de sus lógicas reivindicaciones y pedidos de soluciones, han hecho propuestas, 
y parte de éstas están contenidas en el proyecto que establece un estatuto de las víctimas, de los 
causahabientes y damnificados de los delitos. 


Se crean algunos principios. El primero que entendemos es importante, es el principio de información y 
accesibilidad a las actuaciones, tanto policiales como judiciales. También se establece brindar asistencia 
letrada y psicológica gratuita en los casos que amerite. En nuestro país desde siempre los familiares de las 
víctimas no tienen asesoramiento por parte del Estado, sino que deben proveérselo de su propio bolsillo; 
sucede lo contrario con el victimario, que sí tiene la Defensoría de Oficio. Tampoco cuentan con apoyo 
emocional, psicológico. 


Como principio de justicia restaurativa se propone que, además de la pena que tenga que cumplir el 
victimario, haya un resarcimiento a la víctima. En principio, lo que proponemos es que sea el propio 
victimario el que lo haga: que trabaje en situación de reclusión y, con parte de ese trabajo, resarza a la 
víctima. 


Proponemos un principio de reforzamiento de la intimidad. Muchas veces notamos que cuando ocurre un 
hecho desgraciado de violencia, en los noticieros no solo aparece la víctima, sino su nombre, su casa, la calle 
donde está ubicada y el número de puerta. Sabemos que expresar lo que le pasó, expresar su impotencia, es 
una forma de desahogo de la persona, pero el reforzamiento de la intimidad debería constituir un derecho. 
Nos enteramos por la prensa que hace un mes o cuarenta días el Ministerio del Interior liberó una resolución 
a todas las Jefaturas departamentales, a todas las seccionales del país, que establece que en los partes que se 
dan a la prensa no se incluyan los nombres de las víctimas, ni siquiera sus iniciales. Creo que este proyecto 
va en esa misma línea. Parece algo bueno, a pesar de que todavía cuando prendemos la radio o la televisión 
escuchamos los nombres de las víctimas. 


También está el principio de que puedan comparecer en el proceso penal. Hoy, el Ministerio Público es el que 
tiene la parte acusatoria, pero la víctima no participa del proceso. La propuesta es que tenga el derecho a 
hacerlo, si es que así lo desea. 


Como principio regulador, proponemos la creación de un Comisionado Parlamentario para la víctima. 
Cuando conversamos con quienes han pasado por estas circunstancias notamos que no saben a dónde acudir, 
no tienen claro qué puertas golpear y, muchas veces, se acercan a nuestros despachos y está muy bien que lo 
hagan porque nosotros somos representantes de la sociedad y una de nuestras misiones es abrir esas puertas, 
porque no saben a qué lugar acudir dentro del Estado para tener un asesoramiento desde todo punto de vista. 
Entendemos que la figura de un Comisionado Parlamentario para la víctima sería importante a los efectos de 
que sepan que en determinado lugar pueden recibir todo el asesoramiento necesario. Es bueno que esto se 
haga dentro del Parlamento, ya que aquí está toda la sociedad representada. Así como existe la figura del 
Comisionado Parlamentario para el Sistema Carcelario, sería bueno que también existiera para la víctima. 


Hay aspectos particulares, que pueden ser útiles para el debate como, por ejemplo, la forma en la cual 
cobrarían los honorarios quienes ejercen el asesoramiento letrado y psicológico de manera gratuita para la 
víctima. Pensamos en un sistema análogo al que tienen los escribanos cuando trabajan en las elecciones, en 
las Comisiones receptoras de votos. Si bien se fija un monto, no se da el monto en efectivo, sino que pueden 
descontarlo cuando van a rendir sus impuestos por el libre ejercicio de su profesión. De la misma manera, lo 
pensamos para aquellos profesionales, abogados y psicólogos que quieran hacer esa tarea. En el proyecto 
establecemos que la Suprema Corte de Justicia envíe ese listado al Comisionado Parlamentario para la 
víctima y a la Facultad de Psicología en lo que tiene que ver con los psicólogos. 


También proponemos la creación de un fondo y un lugar de dónde se puede sacar ese dinero: sugerimos una 
trasposición del 20% de la publicidad estatal presupuestada. No pensamos afectar ningún tipo de gestión ni 
hacer un recorte en ningún lado. En cuanto a publicidad, muchas veces, tenemos empresas monopólicas que 
anuncian, lo que hasta nos parece desmedido. Es innegable que siempre ha ocurrido; también mi Partido 
cuando ha sido Gobierno ha utilizado esos recursos que no corresponden. Se podrá discutir cuánto se ha 
gastado en un Gobierno y en otro pero, en definitiva, siempre hay gastos en ese sentido. 


En la exposición en general debí haberme referido a algunas experiencias. En este Período nuestro Partido ha 
presentado proyectos vinculados con el amparo a las víctimas, sobre todo de violencia doméstica, y creo que 
van en el mismo sentido. También hemos revisado alguna otra legislación como, por ejemplo, la ley_sobre 
humanización del sistema carcelario, que establece conceptos de protección a las víctimas. Asimismo, hemos 
revisado alguna norma internacional. A la brevedad, les enviaré las cien reglas de Brasilia, que la Suprema 
Corte de Justicia ha adoptado como acordadas y que apuntan a mejorar las condiciones de las personas más 
vulnerables, de las que tienen menos herramientas para acceder al proceso judicial. 


La indemnización que estamos proponiendo no es para todos los casos, sino solo para los que la familia de la 
víctima, el causahabiente, demuestre que no recibe otro tipo de compensación. O sea que se busca amparar a 
quienes están en una posición más desfavorable. Además, entendemos que quien busque ayuda psicológica y 
legal al amparo de este proyecto, serán personas que tengan dificultades para acceder a estos servicios. 


No pretendo que ahora se comience el debate sobre este proyecto, pero sí que la Comisión tenga muy 
presente que queremos hacer un aporte. Esperamos que esta iniciativa se pueda mejorar con el aporte de 
todos los legisladores. Estamos convencidos de que ningún proyecto es perfecto, sino que precisa del aporte 
de todos. Sabemos que hay muchos aspectos de este proyecto que pueden ser mejorados y, seguramente, se 
enriquecerá con el aporte de todos. 


Gracias. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Felicito al señor Diputado Cantero Piali por este trabajo. El proyecto es de su 
autoría. Trabajó durante mucho tiempo sobre la idea, con el asesoramiento de técnicos y de 
protagonistas de estos problemas, y lo acercó al Partido Colorado. Tuvo el apoyo inmediato de nuestra 
agrupación. 


El proyecto tiene muchos aspectos creativos y originales como el del Comisionado en la órbita del 
Parlamento. Esto es importante porque da a nuestro Parlamento esa defensa del interés general, de proteger el 
interés social del más perjudicado, del más desvalido, idea que tienen todos los partidos y sectores que 
integran nuestro Parlamento. 


Por lo tanto, este es un material importante para que podamos diseñar y perfeccionar este instrumento. 
Cuando legislamos siempre debemos formularnos esta pregunta: ¿es necesaria una ley sobre este tema? Sin 
ninguna duda, la respuesta es afirmativa. Es necesaria porque soluciona un problema práctico, que es el vía 
crucis que viven las víctimas de delitos que les ocasionan perjuicios enormes, a quienes le resulta muy difícil 
salir de esta situación y requieren ayuda. 


Esto contribuye a la mitigación del daño psicológico y material, además, proporciona ayuda legal. Quienes 
hemos ejercido la profesión de abogados en el interior del país, donde el contacto con la gente es permanente 
y directo, hemos podido comprobar que las víctimas siempre están insatisfechas con la actuación penal, con 
la administración de Justicia, aun en los casos en que se produce el procesamiento para la averiguación e, 
inclusive, la sanción, ya sea por la insuficiencia de esta o por el desconocimiento de todo lo que se trabajó, se 
averiguó y se pudo probar. De manera que el derecho a informarse y a participar es muy importante. 


Esta iniciativa tiene un elemento creativo que es digno de apoyar: la participación de la víctima en el proceso 
es voluntaria; se consulta si quiere participar y, por ende, asume la posición de una parte en el proceso. Si no 
lo quiere hacer, sigue manteniendo el derecho a consultar, a informarse y a estar al tanto de lo que ha 
sucedido. 


En el ejercicio de la profesión de abogado muchas veces no hemos tenido posibilidades de satisfacer las 
aspiraciones de justicia y de indemnización de las víctimas o de sus familiares. En este caso se establece y se 


regula la participación del Estado cercano a las víctimas y a los familiares, dándoles apoyo y todo lo que 
puede ser necesario en una situación de sufrimiento. Esta incidencia es importante porque muchas veces el 
daño fue causado por un mal cumplimiento de las funciones esenciales del Estado. Por lo tanto, es el Estado 
el que tiene que justificar en estos casos su esencia acompañando a las víctimas. 


Creo que esta es una solución, una herramienta, que debemos perfeccionar en esta Legislatura y sacarla 
adelante porque beneficia a nuestra sociedad. 


SEÑOR MICHELINI.- Quiero agradecer al señor Diputado Cantero Piali por la presentación de este 
proyecto. Ya nos habíamos enterado de esta iniciativa a través de los medios de comunicación, pero 
escuchar al señor Diputado Cantero Piali referirse al tema nos facilita la tarea, más allá de la lectura 
del proyecto de ley y de la exposición de motivos. 


Me parece muy interesante la idea de sintetizar en un estatuto de la víctima o de los damnificados del delito 
una línea de acción del Estado con relación a los primeros perjudicados, que son las víctimas y sus familiares, 
más allá de que cuando se comete un delito la sociedad también es perjudicada. 


Recuerdo que el tema de las víctimas ha estado presente en la legislación nacional en distintas facetas. Los 
legisladores hemos ido percibiendo que después de ocurrido un hecho no solo hay una victimización de la 
persona, sino que hay una doble victimización o un tercera victimización, porque los mecanismos 
institucionales para la averiguación del delito, para la represión de la delincuencia no tienen en cuenta la 
especial vulnerabilidad de la víctima del delito. Hay una cantidad de aspectos a tener en cuenta como la 
recepción del parte policial, la citación al Juzgado, si hay lesiones, si ha pasado por el forense y todo lo que 
tiene que ver con la prueba. 


Hemos comentado con el señor Diputado Orrico que ya en la ley de seguridad ciudadana hubo antecedentes 
en cuanto a trabajar con las víctimas, y supongo que también con relación a la legislación sobre violencia 
doméstica. También, el Código de la Niñez y de la Adolescencia incorpora esos elementos. 


Desde mi punto de vista, la idea más destacable, más allá de los mecanismos que discutamos y de las 
soluciones que el proyecto de ley proponga, es la de un estatuto. Es muy buena idea para los que creemos que 
las sociedades progresan en la medida en que institucionalizan conquistas sociales y no quedan solamente en 
la buena voluntad de los administradores del Estado y que además esa institucionalización apunta a modificar 
las pautas culturales de tratamiento de estos temas. Me imagino que la bancada del Frente Amplio va a tener 
la misma sensibilidad. Naturalmente, no me puedo adelantar a opinar acerca de la oportunidad y 
conveniencia de cada una de las soluciones propuestas, porque sería muy apresurado de mi parte; además, 
una idea tan interesante como la de crear un estatuto de la víctima y sus damnificados no merece respuestas 
fáciles y debemos reflexionar. Más adelante, vamos a proponer realizar una serie de entrevistas y consultas a 
organizaciones que trabajan con las víctimas, a los efectos de que nos ilustren sobre el tema para avanzar en 
este estatuto. 


SEÑORA PIÑEYRÚA.- Quiero felicitar al señor Diputado Cantero Piali por esta iniciativa. Me parece 
muy bueno que llenemos un vacío legal. En el marco de la actuación del Parlamento en estos últimos 
días en los cuales ha votado algunas normas para mejorar la seguridad pública, esto es parte de un 
cuerpo normativo necesario. Estamos hablando de víctimas, no de sanciones ni de menores infractores. 
Me parece que desde otro ángulo esto integra ese marco normativo que era necesario antes y que es 
necesario ahora cuando ha proliferado el delito de una manera que a todos nos ha alarmado. Sin 
perjuicio de que estudiaremos con más profundidad el proyecto de ley, es una excelente iniciativa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Comparto lo que se ha dicho respecto a la validez de la iniciativa y también la 
necesidad de conformar un marco abarcativo, llamémosle estatuto o el nombre que se le quiera dar. 


El señor Diputado planteó realizar una serie de entrevistas y yo propondría diferir esto para la próxima sesión 
a fin de poder pensar a quiénes convocaríamos. El propio Ministerio de Interior estuvo trabajando en la 
creación de la oficina de asistencia a las víctimas y en el marco legal se ha avanzado en la conformación de 
una comisaría de la mujer para atender la problemática vinculada a la violencia doméstica y sexual. Hay un 
conjunto de áreas en las que se está trabajando institucionalmente y esto puede ser complementado con 


entrevistas a algunas organizaciones. Es bueno que tengamos un espacio de consulta interinstitucional para 
enviarles el proyecto e intercambiar ideas. Supongo que en agosto o setiembre estaríamos en condiciones de 
asignar esas entrevistas y discutir algunos temas puntuales. 


Hay algunas cuestiones del proyecto que habrá que modificar para poder viabilizar la idea. Me refiero a 
algunas cuestiones imperativas del texto actual, que en algunos casos podría afectar áreas que pueden ser 
consideradas autonómicas, como la de la Facultad de Psicología respecto a la elaboración del proyecto. 


Como esta iniciativa quedó abierta para poder ser profundizada, podemos tomarnos tiempo para traer en la 
próxima sesión el listado de las entidades que se quieran convocar. Tal vez, en agosto estaríamos en 
condiciones de incorporarlo al orden del día para comenzar a analizarlo. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Apoyo lo que dice el señor Presidente. Considero que sería bueno que la 
Comisión indagara en el ámbito del Estado, en las distintas reparticiones que tienen oficinas 
encargadas de la atención de las víctimas. 


SEÑOR ORRICO.- Los que estamos acá hace un tiempo, sabemos que es un tema como decía el señor 
Diputado Michelini que siempre estuvo y nunca se terminó de solucionar. 


Hubo algunos avances, como la ley sobre seguridad ciudadana, la ley sobre humanización del sistema 
carcelario, que obligó al Ministerio del Interior a crear un sistema de atención a las víctimas. Pero este 
proyecto tiene fundamentalmente una naturaleza procesal. Cuando digo procesal, me refiero a la presencia de 
la víctima en el proceso judicial propiamente dicho. Me parece que el corazón del proyecto es ese. No me 
voy a oponer de ninguna manera a que venga el Ministerio del Interior, pero no ese no es el punto, sino que 
lo es la parte judicial de este asunto. Todos los que hemos ejercido la abogacía durante muchos años sabemos 
que presentada la denuncia, no tenemos acceso a nada; no sabemos ni qué opina el fiscal, ni qué pruebas se 
hicieron e, inclusive, algunos Juzgados ni siquiera nos permitían presentar pruebas. De manera que esta es 
una realidad cruel porque realmente hay que venir con alguien que se siente afectado. 


De pronto se piensa en el gran drama, el homicidio o las lesiones graves, pero hay otras formas de lesiones de 
derechos que ameritan la denuncia penal y, sin embargo, el denunciante quedó en la puerta con el escrito y 
terminó la historia. 


SEÑOR MICHELINI.- Haciendo memoria, de acuerdo a lo que decía el señor Diputado Orrico, por 
ejemplo la Ley _N” 18.026 que establece los mecanismos legales a través de los cuales se participa e 
internaliza el Estatuto de Roma sobre la Corte Penal Internacional, aporta algunas reglas sobre el 
tema de las víctimas. 


Curiosamente lo hemos internalizado para determinado tipo de delitos, pero no para los delitos comunes que 
están sucediendo en el país. 


SEÑOR ORRICO.- En síntesis, el tema es muy importante y está muy bien plantearlo. 


Adelanto que la redacción me genera algunas dificultades que no voy a plantear ahora, pero la idea general 
está bien. Debemos ponernos de acuerdo sobre a quién vamos a llamar, más allá de que hay citaciones que 
son cantadas: Asociación de Magistrados del Uruguay, Asociación de Fiscales del Uruguay, Cátedra de 
Derecho Procesal Penal así como los defensores de oficio a quienes en nuestro país frecuentemente se los 
ignora, pero nadie sabe más que ellos de Derecho Penal ya que atienden el 96% de las causas del país. Por lo 
tanto, me parece una buena propuesta para discutir, es interesante y entre todos podremos llegar a buen 
puerto. Abogo desde ya para que iniciativas de este tipo las negociemos de tal manera que salgan por 
unanimidad porque son mensajes muy importantes que implican un cambio radical en lo que refiere a la 
práctica de los Tribunales más allá de las leyes y es necesario que el sistema político aparezca unido al 
proponer una reforma de esta naturaleza. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Más allá de las convocatorias que proponía el Diputado Orrico de las cuales 
la Secretaría tomó cuenta, en esta semana estaríamos trasmitiendo a la Secretaría las invitaciones que 


se quieran realizar para el tratamiento de este proyecto para que se le haga una nota, pueda ser 
enviada y se fije cuánto podríamos empezar a tratarlo. 


SEÑOR CANTERO PIALI.- En primer lugar, quiero agradecer nuevamente a la Comisión. Creo que 
quedó claro cuál es el espíritu de acuerdo a lo que han señalado los señores legisladores y eso nos deja 
tranquilos. Pienso que es buena cosa que hagamos ese listado de consultas. Además, se debería incluir, 
por ejemplo, a la Facultad de Psicología. Es una buena idea tomarnos esta semana para pensar a qué 
otras instituciones, reparticiones estatales así como representantes de la sociedad civil podemos invitar 
para que puedan aportar en este sentido. 


Resalto lo dicho por el señor Diputado Orrico; nuestro espíritu es no cerrarnos y tratar de entre todos aportar 
para que salga un proyecto que pueda convertirse en ley por unanimidad. Por tanto, no vamos a estar 
haciendo cuestiones puntuales sino que la idea es aportar una herramienta que ojalá sea mejorada y 
acompañada por todos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Muy bien, así procederemos. 


La semana pasada la Secretaría repartió una hoja que contenía trece proyectos que están en carpetas y la 
estamos repartiendo de vuelta. Los trece proyectos están planteados para archivar. Dado que estamos 
repasando la mayoría de los casos ahora, en realidad, lo mantendremos una semana más para que los señores 
legisladores puedan ver los proyectos y marcar si se está de acuerdo en su archivo. 


SEÑOR ORRICO.- El Ministerio de Transporte y Obras Públicas propone a través de la Carpeta 
810/2011, Repartido 564, la designación de unas tierras como de utilidad pública, supongo que con fin 
de expropiación. Me parece elemental llamar al Ministro de Transporte y Obras Públicas o a quien este 
designe a efectos de que concurra a explicar a la Comisión en qué consiste y cuál es la sustancia, para 
luego votar el proyecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En realidad, el señor Diputado Orrico está haciendo referencia a un proyecto 
que refiere a un inmueble padrón que está en la calle 25 de mayo entre Juan Carlos Gómez e Ituzaingó 
que se quiere destinar para sede de depósito y archivo de documentos del Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas. 


Lo pondremos en la agenda para el orden del día del mes de julio, cuando concurra el Ministerio. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Quisiera preguntar si no vamos a consultar a la Asociación de Escribanos del 
Uruguay por el tema de la Intendencia de Soriano para que se elabore una ley referente a títulos de 
transferencia. Hemos seguido el tema de cerca y existe un informe de toda la labor de investigación 
registral y de búsqueda dominial que se hizo por parte de los distintos profesionales del gobierno 
departamental de Soriano y aparentemente quedaría esta como única solución. Habíamos quedado que 
íbamos a convocar a los expertos de la Asociación de Escribanos del Uruguay porque según he 
averiguado son los que tienen estudiados casos similares y podrían acercarnos una buena solución para 
apurar este trámite. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estaríamos en condiciones de definir el tema del Código General del Proceso 
sobre la base del anteproyecto de reforma del texto acordado entre la Suprema Corte de Justicia y el 
Instituto Uruguayo de Derecho Procesal. Todos tiene el repartido donde figura el Código General del 
Proceso vigente y el anteproyecto acordado. Podríamos analizar el mecanismo que se quiere llevar 
adelante para su definición. 


SEÑOR ORRICO.- Voy a proponer un método. 
En primer lugar, existen ciertas dificultades para encarar esto porque, en realidad, no es un Código nuevo 


pero, a su vez, modifica muchos artículos del mismo, aunque ninguno de forma tan trascendente como para 
cambiar el régimen actual que realmente ha dado muchos resultados. 


Tenemos dos posibilidades. Por un lado, podemos analizar artículo por artículo e ir aprobando, a lo cual no 
me opongo. Por otro, podríamos darnos por ejemplo quince días para plantear las objeciones puntuales a 
determinados artículos, tratarlas y resolverlas. Me parece que es la forma más práctica. En realidad, no 
tenemos un hilo conductor en la medida en que se trata de modificaciones muy parciales. Cada Capítulo del 
Código General del Proceso que se toca implica una concepción particular. Me adapto a cualquiera de los dos 
métodos pero me parece muy práctico que quien tenga objeciones a alguno de los artículos que lo plantee, 
sobre todo si se tiene en cuenta que esto viene con el acuerdo de la Suprema Corte de Justicia y del Instituto 
Uruguayo de Derecho Procesal, instituciones que me merecen la más absoluta confianza. En principio, no 
encuentro objeciones que hacer a las reformas existentes pero puede haber colegas que sí las tengan, en cuyo 
caso habría que plantearlas y no ir artículo por artículo ya que en general presumo que vamos a estar de 
acuerdo en casi todos. 


SEÑOR CANTERO PIALI.- Comparto lo señalado por el Diputado Orrico. Creo que lo más práctico 
es lo que él manifestó y estaríamos de acuerdo en proceder de esa manera, es decir, de aquí a quince 
días votarlo, salvo que haya objeciones que discutiremos en la Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Presidente deja constancia de que creyó que cuando estaba intimando a 
los Diputados a tratar este asunto, estaba por el camino de hacer llegar las observaciones que 
existieran. Lo aclaro. He venido insistiendo, desde hace más de quince días, en que este asunto estaba 
en el orden del día. 


Si el sentir mayoritario es el que se ha expresado, no tengo problema, pero no quiero que este asunto se 
termine postergando sine díe. 


Si he anunciado que lo íbamos a tratar es porque pensé que íbamos a comenzar a votarlo, salvo que hubiera 
observaciones. Partí de la base de que había cierto consenso interno en la Comisión por cuanto el acuerdo 
entre la Suprema Corte de Justicia y el Instituto Uruguayo de Derecho Procesal allanaba en un 99% el 
camino para resolver este asunto. 


No tengo problemas en postergar este asunto quince días, pero en lo personal asumí el compromiso con la 
doctora Klett y con los demás de aprobar esto porque para ellos también resulta importante. 


SEÑORA TOURNÉ.- Estoy de acuerdo con lo manifestado por el señor Presidente en el sentido de que 
este es un proyecto importante y largamente esperado por el sistema judicial y por la ciudadanía, que 
necesita agilidad en los procesos. 


Es verdad que habíamos llegado a una especie de consenso general en esta Comisión en el sentido de que una 
vez que el Instituto Uruguayo de Derecho Procesal y la Suprema Corte de Justicia se pusieran de acuerdo, 
nosotros también lo estaríamos, pero, según entendí corríjanme si estoy equivocada, los Diputados plantearon 
un plazo de un par de semanas solamente. Si hubiera intención de prorrogar la consideración de este asunto 
sine díe el señor Presidente, además de doctor, es abogado, no apoyaría el planteo de ninguna manera. Creo 
que este es un proyecto de urgente tratamiento, que haría muy bien a Uruguay, y lo está esperando. O sea que 
si acordamos que el plazo sea de dos semanas, quiere decir que en dos semanas tendremos la posibilidad de 
votar ágilmente un proyecto respecto al cual estamos prácticamente todos de acuerdo; no iría ni medio día 
más allá. 


Comprendo el planteo que han hecho los señores Diputados. Entendí eso: un plazo de quince días y, luego, 
votar ágilmente el proyecto, porque estamos prácticamente de acuerdo en todos sus artículos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se plantea que en quince días se ponga a votación el proyecto de modificación 
del Código General del Proceso. Si hubiera algún reparo en el texto acordado entre la Suprema Corte 
de Justicia y el Instituto Uruguayo de Derecho Procesal los señores Diputados deberán hacerlo llegar 
para su consideración. 


Recuerdo que en un par de artículos se plantean dos redacciones probables, debiendo hacer opción por una u 
otra. Se planteó que hay dos redacciones posibles para el caso de dos o tres artículos. 


Además, se debe eliminar del texto que fue repartido los artículos 466 y 470, que no tienen modificaciones. 
Si uno lee el texto de los artículos advierte que la redacción acordada es la misma que figura en el Código 
General del Proceso. En el comparativo figura que el artículo 465 no presenta modificaciones, pero en 
realidad cambia la nominación: en lugar de Registro General de Inhibiciones, se llamaría Registro de Actos 
Personales. Por lo tanto, está mal el texto que establece "No presenta modificaciones". 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Sugiero que los señores Diputados que tengamos observaciones, las 
planteamos en el momento en que consideremos este asunto, votando en bloque los artículos sobre los 
que no hay objeciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Eliminando los artículos 466 y 470, podemos hacer una votación única sobre 
los artículos en los que hay acuerdo. 


Hay artículos que tienen más de una redacción eventual, en principio, los artículos 400 y 401. Los 
desglosaremos. 


Haremos un paquete grande con los artículos acordados y vamos a desglosar aquellos sobre los que pueda 
haber alguna diferencia. Recuerdo que había discrepancias con los artículos 5, 142.2, 340, 346, 366, 400 y 
401, que luego fueron acordados; pido que pongan especial atención en ellos. Además, en cada uno de los 
artículos acordados se hace una pequeña aclaración de la variación que se introduce. 


En consecuencia, pondremos este asunto en el orden del día de la reunión que tendremos en quince días, a 
efectos de aprobarlo. 


Advierto que el 13 de julio, a la hora 10, recibiremos a la señora Ministra de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente, a la que planteamos una serie de inquietudes relacionadas con los padrones de 
Rocha, con la Unidad Alimentaria de Montevideo y con el Banco Nacional de Agua. El problema es que aún 
no hemos podido acordar la convocatoria con la Intendencia de Montevideo por la Unidad Alimentaria de 
Montevideo, porque tienen el Gabinete Municipal en esa fecha. La señora Intendenta quería venir con sus 
asesores, pero es un día complicado para ellos. Si no pueden ajustar su agenda, veríamos la posibilidad de 
recibirlos un día que no tengamos sesión de Cámara. He dicho que nosotros no podemos movernos de la 
agenda los días 1% a 18 del mes. En todo caso, se postergaría la reunión. 


El miércoles 13 de julio consideraremos este proyecto. Si votamos en paquete los artículos acordados y solo 
discutimos aquellos que tienen observaciones, la votación será rápida. Hice la salvedad de que a la hora 10 
está confirmada la concurrencia de la señora Ministra de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente. 


La única duda que tengo al respecto es que todavía se está coordinando la interpelación a los tres Ministros. 
Si se pasa para después, no hay ningún problema, pero si queda para esa semana puede haber alguna 
dificultad. 


En consideración el tercer punto del orden del día: "Osiris Rodríguez Castillos. Designación al puente de la 
Ruta Nacional N* 5 'Brigadier General Fuctuoso Rivera' sobre el río Yí". El señor Diputado Borsari Brenna, 
quien iba a hablar sobre el tema, tuvo dificultades para concurrir a la Comisión. Recuerdo que los 
legisladores tenían que hacer algunas consultas sobre este punto, ya que había una discusión sobre qué puente 
se trataba, pero no sé si las realizaron. Hablé con quien propuso la iniciativa, el Senador Abreu. Él marcó el 
puente sobre la Ruta N” 5. Tengo entendido que es el puente nuevo, porque por el viejo no se puede cruzar. 
La duda consiste en si se trata del puente sobre la Ruta N* 6, en Sarandí del Yí, o el puente sobre la Ruta 

N? 5, en Durazno. No sé si los señores legisladores hicieron las consultas correspondientes, a efectos de no 
encontrarnos con un problema cuando este proyecto se trate en el plenario. El senador Abreu dijo que no 
quiere meterse en los problemas locales y que no tiene inconveniente en que la designación se haga a la ruta 
que se entienda que genera menos problemas locales. 


Reitero a los señores legisladores que deben hacer las consultas del caso. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


